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Santa Marta, Veint¡nueve (29) de noviembre de Dos m¡l Diec¡sé¡s (2016)

Doctor: GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO
D¡rección: Calle 84 No. 35 - 215. Apto 503
Bloque 7 Colonia Campestre 1 Etapa
Barraquilla - atlántico

El suscr¡to Profesional Un¡vers¡tario de la Oficina Jurídica de la Contraloría General del
Departamento del Magdalena, notifica por aviso a la señor GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO
identificado con Cédula de Ciudadanía 8.660.716, de la RESOLUCION No.1 00-22-333, de fecha
seis (06) de octubre de dos m¡l d¡ec¡sé¡s (2016), "Por la cual se declara la caducidad de la potestad
sancionatoria de la Contraloría General del Departamento del Magdalena en el Proceso
Adm¡n¡strat¡vo Sanc¡onatorio Fiscal No 440", en aplicación del articulo 69 de la Ley 1437 de 201 1

medianle la cual se establece que "Sr no pudiere hacerse la notifrcacrón personal al cabo de crnco
(5) dias del envio de la citación, esta se hará por medio de avrso remrt¡endo a la dirección. al
número de fax o al correo electrónrco que figure en el exped¡ente o pueda obtenerse del regrstro
mercantil, acompañado de cop¡a íntegra del acto admin¡strativo".

La señor GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO fue citado para la notificación personal de la

mencionado RESOLUCIÓN, mediante comunicación, s¡n comparecer a notificarse, por lo que se
dio aplicación a lo establec¡do en el artículo 68 de la Ley 1437 de 2011.

De igual forma, se procede a publicar en la página electrónica, asi como en un lugar de acceso al
público de la respectiva entidad por el término de c¡nco (5) dias, con la advertencta de que la
notificación se considera surtida al finaliza¡ el día s¡gu¡ente al retiro del aviso.

Se le manifiesta que contra el presente no procede n¡ngún recurso

El presente aviso se fija el 29 de noviembre de 201 por el término de cinco (5) dias hábrles

Firma de Responsable de la Fijación

El presente aviso se desfija el 7 de d¡c bre de 201 6

Firma de Responsable de la des fijación

(lalle l7 No lO- 7tl Santa Marta - M¿rgdal(:n¡r Cok¡mbia
'l'clóf<¡nos: 421 I I 57 C()nmutador 4214717 / l¡ax 421O744

"Control FLscal serio y lransporente de la mano con la gente"

CITACIóX NO.

OFICII{A JURIDICA

FECHA: 29 de Noüembre de
2016



\q3
h

CONTRALORÍA
GENERAL

DEPARTAMENTO DEL
MAGDALENA

REsoLUcrÓN No. 1oo-22-5 5 5

FECHA:
2016

s DE OCTUBRE DE

Proceso Sancionatorio Fiscal: 440
Entidad: Alcaldía municipal de Concordia, Magdalena
Presunto lmplicado: NIRIA ISABEL GONZALEZ PADILLA, GUSTAVO ALVAREZ
CABALLERO Y PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS
Cargo: Alcalde

EL JEFE DE LA OFICINA JURIDICA, en uso de las facultades otorgadas
Resolución No. CON 100-22-212 del 02 de julio de 2015, y en especial las
contenidas en el Artículo 101 de la Ley 42 de 1993, articulos 47 a 52 de la Ley
1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo), procede a proferir RESOLUCION DECLARANDO LA
CADUCIDAD DE LA POTESTAD SANCIONATORIA DE LA CONTRALORIA
GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA Y SE ORDENA EL
ARCHIVO DEFINITIVO, dando por terminado el Proceso Administrativo
Sancionatorio Fiscal No.440 seguido contra el señor NIRIA ISABEL GONZALEZ
PADILLA, GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO Y PEDRO ANTONIO OSPINO
BARRIOS,

cGit

;"¡J!

los periodos estipulados para ellos trimestralmente y el anual consolidado,
incumpliendo el a¡ticulo 34 de la resolución 111 del 2010 v el a¡Ticulo 37 de la
resolución 106 de 2011 y el articulo 101 de la lev 42 de 1993."

ACTUACIÓN PROCESAL

Como consecuencia de lo anterior, el Con
consideró pertinente la iniciació de un

Elaborado por: N4anuel Barros Mejia

Revisado y aprobado pori Eduardo Chi

tralor Auxiliar para las lnvestigac¡ones
Proceso Administrativo Sancionatorio

Cargo. Profesronal Universilario
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"POR LA CUAL SE DECLARA LA CADUCIDAD DE LA POTESTAD
SANCIONATORIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO
DEL MAGDALE'VA YSE ORDENA EL ARCHIVO DEFINITIVO DEL PROCESO

ADMINISTRATIyO SANCIONATORIO FISCAL No. 440"

ANTECEDENTES

Mediante oficio No. OCOFI-300 8.2 de fecha 9 de noviembre de 2012, se traslada
a la Oficina Juridica, un Hallazgo Administrativo Sancionatorio de la ALCALDIA
ivluNlClPAL DE CONCORDIA- MAGDALENA correspondiente a la deficiencias en
el proceso de auditoria regular, considerándose que. "Por el incumpl¡miento en
el reporte de créditos (deuda pública, viqencia 2073) contratos. uno
correspondiente al encarao Fiduciario: ALIANZA FIDUCIARIA S.A. Del 26 de
noviembre de 2009. por valor de $1.041.035.739 v dos de LEASING. pof valor
de $205.320.000.oo. pára una retroexcavadora v otro por valor de
$325.620.000.oo, para dos volquetas Disel tipo turbo alimentada, el 21 de
noviembre de 2071 : la entidad nunca repo¡to estos créditos ante este
orqanismo de control para su refrendación, además tampoco reportaba el
formato SEUD, de iqyal manera tampoco lo hacian en la plataforma SlA, en



I qcl

CGM CONTRALORÍA
GENERAL

DEPARTAMENTO DEL
MAGDALENA

RESO u ro. too-zz-J J §
OFICINA JURIDICA
F ECHA: O

20t6
6DE ocruBRE DE

Fiscal en contra del Representante Legal de la ALCALDIA DE CONCORDIA-
MAGDALENA, contra los señores NIRIA ISABEL GONZALEZ PADILLA,
identificado con la édula de ciudadanía No.64 553.619 GUSTAVO ALVAREZ
CABALLERO identificado con la cédula de ciudadania No.8.660 716 Y PEDRO
ANTONIO OSPINO BARRIOS, identificado con la cédula de ciudadania
No.12 533.786, mediante Auto de Apertura No.361 de fecha 25 de noviembre de 2013.

Seguidamente a la expedición del Auto, se adelantaron las diligencias del caso a
fin de comunicar su conten¡do a los ¡mplicados, por lo que se les envió citac¡ones
para notif¡cac¡ón personal med¡ante oficios de fecha el día 04 de diciembre de 2013
con guía RN10648471sCO, el día 17 de diciembre de 2013 con guía
RN113341955CO y el día 28 de enero de2014 con guía RN125721341CO

El señor PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS, en su condición de investigado
presenta oficio de descargos el día 20 de octubre de2014, dirigido al Doctor LUIS
ALBERTO RINCON GARCIA quien fungió como Contralor Auxiliar para las
lnvestigaciones, presenta explicaciones con el objeto de desvirtuar las supuestas
irregularidades o falencias establecidas en el proceso auditor, por esta razón, se
entiende que su notificación fue por medio de apoderado, los demás disciplinados
no tuvieron mas actuac¡ón dentro del expediente.

En cumplimiento a lo establecido en el articulo 10 de la Resolución No 212 de 02
de julio de 2015, se entiende concedido el término de quince (15) días hábiles al
implicado para rendir sus explicaciones, solicitar o aportar pruebas y hacer valer
su derecho de defensa y contradicción.

ESCRITO DE DESCARGOS

*(...) coNStDERAC/ONES:

Es impoñante manifestarle al entre auditor que el municipio de concordia magdalena es

un ente ten¡tor¡al comprometido con el sumin¡stro de ¡nformac¡ón a /os enles estalales, de

esta forma se ha venido trabajando desde enero de 2012 de forma concenada con la
contraloría, tanto es así que se ha puesto en conocimiento /as acciones y hechos lesivo

en que incurrieron otras administraciones perjudicando el normal desarrollo del ejerc¡c¡o

de la función administrat¡va. Al ¡n¡cio del per¡odo 2012 se puso en conoc¡m¡ento por med¡o

de una denuncia restaurada en la contraloría general, notificada a esta colegiatura sobre

la omisión en la ¡nformación, puesto que no se entregó acla de recibido de gestión. no

hubo empalme por la información entregada era ¡nconsistente, defectuosa causando

traumatismo en el área f¡nanciera, administrat¡va, es tal la magnitud del daño por Íalta de

información en libros de contabilidad falta de ¡nformación sobre los ¡nformes financieros

desconocíamos el estado de las cuentas, no teníamos conocimientos si existían deudas,

créditos, leasing, empresito.

Elaborado por: Manuel Barros Mei¡a

Rev¡sado y aprobado por: Eduardo Ch¡

Callc 17 No lC 78 ta Marta - Magdalcna - Colombia
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A folio 1 52 a 154 del cuaderno principal, se evidencian los descargos presentados
por el presunto implicado Pedro Ospino Barrios, los cuales se sintetizan asi:

'fcléfonos: 421 11 57 Conmutador 4214717 / lt'a:x 4210744
"Control Fiscal serio A transparente de lo mano con la gente"

Cargo: Profesional Univers¡tario

cargo: Jefe Ofic¡na Juridrca
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ACERVO PROBATORIO

El hallazgo trasladado por la Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal
mediante oficio No.OCOFI-300.8.2 de fecha 9 de noviembre de 2012 y sus
respectivos anexos:
Hallazgo Administrativo con lncidencia Sancionatoria (fl.2 a 5)
Auto de Apertura del Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No.440.
(f1.105 a 1 10).
Descargos presentados por el señor Doctor PEDRO ANTONIO OSPINO
BARRTOS. (f|.152-154)

CONSIDERACIONES

Sea lo primero advertir que la facultad que atribuye el ordenamiento legal a los
contralores para imponer sanciones, tiene como finalidad facilitar el ejercicio del
control fiscal y apremiar a los sujetos de control para el correcto y oportuno
cumplimiento de sus obligaciones fiscales.
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Por lo tanto el alcalde actual no es responsab/e soóre /os hechos que se le imputan
puesto que se trató de una conducta lesiva en hecho, y en derecho, y no se le puede
causar por actos que ocurrieron en un periodo diferente al suyo que además perjudicaron

el desarrollo normal de su administración dilatando lodos /os procesos por falta de
información. De esla forma solicito gue se desest men todos los cargos ¡mpulados por
cuantos van en contra de todo planteado jurídico, violatorio de las nomas procesales y la
responsabil¡dad fiscal deriva de la acción de quien ocasiona. . . .( ...)".

La Ley 42 de 1993, a través de la cual se expiden las normas relacionadas con la
organización del sistema de control fiscal, en los articulos 99 a 104 estableció la
potestad de los Contralores de imponer sanciones pecuniarias directamente a los
servidores públicos y particulares que manejen fondos o bienes del Estado, hasta
por el valor de cinco (5) salarios devengados, cuando incurran en alguna de las
siguientes conductas que a criterio del Contralor constituyan mérito suficiente para
imponer sanción:

1. No comparezcan a las citaciones que en forma escrita les hagan las
contralorías.

2. No rindan las cuentas e informes exigidos o no lo hagan en la forma y
oportunidad establecidos por ellas.

3. Cuando lncurrirán reiteradamente en errores u omitan la presentación de
cuentas e informes.

4. Cuando se les determ¡nen glosas de forma en la revisión de sus cuentas.
5. Cuando de cualquier manera entorpezcan o impidan el cabal cumplimiento

de las funciones asignadas a las contralorias o no les suministren
oportunamente las informac¡ones solicitadas.

6. Cuando teniendo bajo su responsabilidad asegurar fondos, valores o bienes
no lo hicieren oportunamentep en la cuantia requerida.

-t
Elaborado por: Manuel Banos Meiia ,lM¿ cargo: Profesaonal Univers¡lar¡o

Revisado y aprobado po.: eduaño Chi lt'lña ' or' Cargo: Jefe oficina Juríd¡ca
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7. Cuando no adelanten las acciones tendientes a subsanar las deficiencias
señaladas por las contralorías.

8. Cuando no cumplan con las obligaciones fiscales.

No obstante, el despacho estud¡ará la viabilidad de declarar la caducidad de la
potestad sancionatoria de la Contraloría General del Departamento del Magdalena
en este caso. Si hay lugar a ello, se abstendrá de pronunciarse y realizar la
respetiva sustentación de los cargos, sobre el hallazgo formulado por la
Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal.

Al respecto, es necesario hacer un estudio recordando el cr¡terio del Honorable
Consejo de Estado en punto al cam¡no a seguir dependiendo del momento
procesal en el cual se presenta la caducidad de la facultad de la potestad
sancionatoria del Estado.

Al respecto el CONSEJO DE ESTADO - SALA DE CONSULTA Y SERVICIO
CIVIL - Consejero ponente: ENRIQUE JOSE ARBOLEDA PERDOMO - Bogotá D
C., veinticinco (25) de mayo de dos mil cinco (2005) - Radicación número. 1632,
hizo una dilucidación sobre el tema, manifestando lo siguiente.

..4. ACTUACIONES QUE SE DEBEN SURTIR EN EL TERMINO DE CAOUCIDAO.

La Sala registra que existe un debate jurisprudencial sobre si dentro del término de caducidad
de la facultad sancionadora del Estado, además de expedirse el acto sancionator¡o, debe
surtirse la vía gubernativa, debate que ha dado lugar a tres pos¡c¡ones juridicas, claramente
d¡ferenciadas.

4.1. LA LíNEA JURISPRUDENCIAL TRAZADA POR EL CONSEJO OE ESTADO.

Según se anotó, estas son las posiciones de la jurisprudencia sobre el tema:

4.1.I. PRIMERA POSICIóN.

. La notificación no es un elemento estructural del acto administratavo sanc¡onador.

. Dentro del término de caducidad debe únicamente expedirse el acto que refleje la
voluntad de la administración.

. No se requiere que el acto quede en f¡rme dentro del término señalado en el artículo
38 del C.C.A.

. Los recursos son mecanismos de protecc¡ón juríd¡ca de los administrados.

. La renuencia a recibir la not¡ficac¡ón no puede reportar beneficios a la persona
renuente. Basta la citación para ¡nterrump¡r la caduc¡dad.

4.1.2. SEGUNOA POSICIÓN.

Elaborado por: Mañuel Banos lvlei¡a

Revisado y aprobado por: Eduardo Ch¡
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Dentro del término de caducidad de la facultad sanc¡onatoria del Estado, conten¡da en el
art¡culo 38 del C.C.A, debe expedirse únicamente el acto adm¡nistrat¡vo sancionador sin que
sea necesario su not¡f¡cación y el agotamiento de la via gubernativa./ Los argumentos

iuríd¡cos que sustentan esta tesis, en resumen, son los saguientes:
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La segunda pos¡ción, contenida en recienles y re¡terados pronunc¡amientos de esta
Corporación,8 considera válido el ejerc¡c¡o de la acción sancionadora con la exped¡ción y
notificación del acto pr¡nc¡pal dentro del térm¡no de caducidad de la misma, s¡n que sea
necesar¡o que dentro del térm¡no fijado en el artículo 38 del C.C.A. se agote la via gubernativa
Dicha tesis se fundamenta en los sigu¡entes argumentos;

La caducidad del artículo 38 C.C.A. se ev¡ta con la p[oducción y notaficación del acto
administrativo.
No puede aceptarse que la imposición de la sanc¡ón se surta con la sola expedición
del acto. Para que el acto produzca efectos debe not¡ficarse oportunamente dentro del
m¡smo plazo de tres (3) años señalado en el artículo 38 C.C.A
Una cosa es la actuación admin¡strativa que culmina con la notificación del acto ¡nicial
y otra la via gubernativa orientada a produc¡r un nuevo pronunciamiento, a través de
los recursos consagrados como mecanismo de protecc¡ón Jurid¡ca.
S¡endo la interpos¡ción de los recursos una circunslancia que depende enteramente de
la voluntad del adminiskado, qu¡en, a su arbitrio, decide si debe acometeda o no, lo
que debe exigírsele a la adm¡nistración es únicamente que resuelva la s¡tuac¡ón del
investigado y notifique su dec¡s¡ón dentro del térmrno de caducidad, san que se
requiera la firmeza y ejecutoria de ese acto. Así lo ha venido ¡nterpretando la sección
4a desde 1994.
Al dar respuesta a los recursos, lo que hace la autoridad, es rev¡sar una actuación
definiliva en la que pudo haber om¡siones o excesos, errores de hecho o de derecho.
que t¡ene la pos¡b¡lidad de enmendar, pero s¡n que pueda dec¡rse que sólo en ese
momento está ejerc¡endo la potestad sancionadora.
La vía gubemativa, s¡ b¡en forma parte del proced¡miento adm¡n¡slrativo, es una etapa
posterior a la actuación administrativa y const¡tuye un mecanismo de control de
legalidad del acto. Se ¡n¡cia una vez conclu¡da ésta, con la interposición de los
recursos.

4.1.3. TERCERA POSICION

El acto adm¡nistrat¡vo que refleje la voluntad de la administrac¡ón respecto del proced¡m¡ento
sanc¡onatorio adelantado, debe ejecutoriarse dentro del térm¡no de caducidad previsto en el
artículo 38 del C.C.A.e En los falios de esta Corporación en los que se ha suslentado esta
posición, se han dado las s¡gu¡entes razones jurídrcas:

La obl¡gación del ente sanc¡onador consiste en producir el acto administrativo
ejecutoriado dentro del lapso establecido por la ley para ejercer la act¡vidad
sancionatoria.
Mientras la sanción no se halle en firme lo que existe es el trámite del proceso
sancionatorio.
Debe produc¡rse el trámite completo para la e.iecutoria de la dec¡s¡ón que comprende
la notificac¡ón del acto que pone f¡n a la actuac¡ón administrativa y las decis¡ones
ulteriores para que el acto quede en firme.

La posición mayoritaria de la Sala Contenc¡oso Administrativa de esta Corporac¡ón, desde
1994, se ha or¡entado a acoger la tes¡s ¡ntermedia al analizar la caducidad de la facultad
sancionadora de las d¡ferentes super¡ntendenc¡as; (Salud, Bancaria, Valores, etc), así como
en los regímenes cambiario, urbanístico, contravenc¡onal y concretamente en cuanto a la

¡nterpretac¡ón del artículo 38 del C.C.A- La Sala se aparta de d¡cha tes¡s, con fundamento en
los argumentos de orden constitucional y legal que a cont¡nuac¡ón se exponen.

4.2. CONCEPTO DE LA SALA DE CONSULTA Y SERVTCTO CrVrL

Etaborado por: Manuet Baros Metra l'/-Jl c.^tut!fr ¡l 
Cargo' Profesional Un¡versrlario

Revisado y aprob€do por: Eduardo Ch¡ AgÉña Cargo. Jefe of¡cina Jurídica
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El régimen sancionador, como expresión del poder punitivo del Estado, encuentra fundamento
constitucional en los artículos 29 y 2O9 Superior, que disponen la aplicación a toda clase de
actuaciones administrat¡vas, del "debido proceso", en virtud del cual '/Vadle podrá ser juzgado
s¡no conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tibunal competente y
con observancia de la plenitud de las fomas propias de cada ju¡c¡o'', y. el desarrollo de la
func¡ón admin¡strat¡va, conforme a los princip¡os de ¡gualdad. moralidad, ef¡cac¡a, economía.
celeridad, imparcialidad y publ¡cidad.

Estos pr¡ncip¡os, así como el debido proceso, son aplicables a las d¡ferentes modal¡dades de
regímenes sanc¡onatorios administrativos, tales el fiscal, tributario, cambiar¡o, financiero,
discipl¡nar¡o, contravenc¡onal, etc., como lo ha destacado de manera re¡terada la Corte
Constitucional, al señalar:

"Estos pincipios comunes a ,odos /os procedimientos que ev¡dencian el ¡us puniendi del
Estado ¿legalidad, tip¡cidad, prescripc¡ón, culpab¡l¡dad, proporcional¡dad. non bis ¡n idem-.
resultan aplicabfes a /os diferentes regimenes sancionaloios establecidos ¿penal.
disciplinaio, fiscal, civil, administrat¡vo no disc¡pl¡nario-, o que se establezcan por el legislador
para proteger los d¡ferentes bienes jurídicos ligados al cumplimiento de los fines del Estado y
el ejercicio de las funciones públicas" C-233/02.

"El Constituyente colomb¡ano h¡zo extensivo el derecho al deb¡do proceso a toda clase de
actuaciones judic¡ales y adm¡n¡strat¡vas (CP 29). Las garant¡as mínimas del debido proceso
penal son aplicables, con algunas atenuaciones, a las actuac¡ones administrativas
sancionatoias. En materia sancionatoria de la administración, la eslimación de los hechos y la
¡nteryretación de las nomas son expres¡ón directa de la potestad punitiva del Estado, cuyo
ejercicio legítimo debe sujetarse a los princip¡os min¡mos eslab/ecdos en garantía del ¡nterés
público y de los ciudadanos, entre ellos, los princ¡p¡os de legal¡dad, ¡mparc¡alidad y publicidad,
la proscipción de la responsabilidad objetiva ¿nulla poena sine culpa-, la presunción de
¡nocencia, /as reglas de la carga de la prueba, el derecho de defensa. la l¡beftad probator¡a. el
de¡echo a no declarar contra si mismo, el derecho de conlradicción. la prohib¡c¡ón del non b¡s

in idem y de la analogía ¡n malam partem, entre otras." T 14il93

Dentro de las garantías const¡tucionales del debido proceso sancionatono, cobran especial
importanc¡a los principios de igualdad, celer¡dad y caducidad de la acc¡ón, que ¡mponen a la
administración el deber de actuar diligentemente y preservar las garantías de quienes se
encuentren sometidos a ¡nvestigación.

I
Elaborado por: Manuel Banos Mei¡a 4d , c"rgo: Profes¡onal Unuersatar¡o

Revisado y aprobado por: Eduardo Ch¡ t#tu 24- Cargo: Jele Oficina Jurídica
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"Así ha de tomarse en cuenta que el un¡verso del derccho sancionador no se limita al derecho
disciplinario y al derccho penal a los que generalmenle se áace referencia. Como lo ha
señalado la jurisprudenc¡alo, este derecho ei una disciplina compteta que recubre diferenles
regímenes sanc¡onatorios con características especifcas, pero sometidos fodos a unos
princ¡p¡os de conf¡guración claros dest¡nados a proteger las garantias const¡tuc¡onales l¡gadas
al debido proceso."

En otra providencia anotó:

Comparando la act¡vidad sancionadora en lo adm¡nistrativo con el proceso penal, la
jur¡sprudenc¡a señala que son expres¡ones de la facultad pun¡t¡va del Estado y aunque
persiguen fines diferentes, como el adecuado func¡onamiento de la administración pública y el
restablecimiento del orden social, en ambos casos deben respetarse las garantias del debido
proceso. En este sentido expresal
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La caduc¡dad, t¡ene por objeto f¡jar un lím¡te en el tiempo para el ejercicio de ciertas acc¡ones.
en protección de la seguridad jurídica y el interés general, pues, la expiración del plazo fijado
en la ley da lugar al fenecimiento del derecho de acción.

Entonces, s¡ respecto del ciudadano, la inactividad para reclamar del Estado determinado
derecho, trae como inexorable consecuenc¡a la extinc¡ón de la acc¡ón, de igual manera la
administración dentro del término legal, debe ejercer la acción sancionadora tend¡ente a
demostrar la responsabilidad del admin¡strado med¡ante una decis¡ón en f¡rme, so pena de
extinguirse el derecho a imponer la sanción.

S¡ se entend¡era que la ¡nterrupción de la caduc¡dad ocurre por la actuac¡ón d¡screc¡onal de la
adm¡n¡strac¡ón, dictando en unos casos la resoluclón con la sanc¡ón, mientras que en otros
agota las etapas de la vÍa gubernat¡va, se vulnerarían los principios de celeridad e igualdad al
prolongar, a su arbitrio, la situación jurídica del investigado. Se desconoceria, también, la
garantía de la caducidad, en v¡rtud de la cual "los pan¡culares no pueden quedar sujetos de
manera indefinida a la puesta en marcha de los instrumentos sancloralonos" (C-23y02).

Prec¡samente la Corte Constituc¡onal declaró inexequible la disposición de la ley 200 de 1.995
-parágrafo 1o., art.34-, que ampliaba el térm¡no de prescripción en se¡s meses más, en los
casos en que no se hubiera notificado el fallo de primera instanc¡a, por conf¡gurar una clara
violación a los artículos 29 y 13 de la Carta. Señaló que el fenómeno de la caduc¡dad,

"... t¡ene operancia en materia d¡sciplinaria, cuando la Administración o la Prccuradur¡a
General de la Nación, dejan vencer el plazo señalado por el leg¡slador, -5 años-, s¡n haber
adelantado y concluido el proceso respect¡vo, con dec¡s¡ón de méito. El venc¡miento de
d¡cho lapso ¡mplica para dichas ent¡dades la pérdida de la potestad de imponer
sanciones, es decir, que une vez cumplido dicho per¡odo sin que se haya d¡ctado y
e¡ecutoriado la providencia que le ponga fin a la actuación d¡sciplinaria, no se podrá
e¡ercitar la acción disc¡pl¡naria en contra del beneficiado con la prescripción. (¿)

'Es gue, sl e/ Estado no ejercita potestad disciplinaria dentro del término qu¡nquenal señalado
por el legislador, no puede después, invocando su propia ineficacia. desinterés o negligenc¡a.
ampl¡ar dicho lapso presciptivo s¡n violar el derecho del infractor, de exigir una pronta
def¡n¡ción de su conducta. Es gue la potestad sancionatoria no puede quedar
indefinidamente abieña, hasta cuando la autoridad respectiva la qu¡era e¡ercer, de ahi
que el legislador haya establecido un límite en el tiempo -5 años-. (¿)

"Si el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones, la obl¡gac¡ón de adelantar los
procesos sin d¡laciones ¡njustif¡cadas también lo es. La ¡usticia impartida con prontitud y
eficacia no sólo debe operar en los procesos penales ¿criminales-, sino en los de todo
orden, administrativos, contravencionales, disc¡plinarios, policivos, etc." (C-
2/u/96) (Negtillas fuera del texto).

En materia de caducidad de la sanción admin¡strativa, el artículo 38 del C.C.A., al prever como
norma general un término de tres años para ¡mponer la sanción, el que se cuenta a palir de la
ocurrenc¡a del hecho que d¡o lugar a la ¡nvestigación; se está refiriendo a la decisiÓn
ejecutoriada mediante la cua
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Como lo señala la doctr¡na, "En aras de la seguridad jurid¡ca el Estado tiene un limite para
ejercer el ¡us pun¡end¡, fuera del cual las autoridades públicas no pueden ¡niciado o
proseguitlo, pues, de lo contrario, incunen en falta de competencia por razón del t¡empo y
violación del aftículo 121 de la Caña Política al ejercer tunciones que ya no le están adscritas
por vencimiento de término"11 .
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únicamente el acto en firme permite su ejecución, ya que los recursos, conforme al artículo 55
ibídem, se conceden en el efeclo suspens¡vo.

Por tanto, no puede separarse el acto que pone fin a la actuación adm¡nistrativa, del que
dec¡de los recursos en la vía gubernativa, para concluir que la sola expedición y notificación de
la pr¡mera decisión es suficiente para ¡nterrumpir la caducidad de la accaón, pues en este
momento procesal aún no hay decisión en firme constitutiva de antecedente sancionalorio.

En definitiva, una vez el acto adm¡nistrat¡vo adquiere firmeza, es suficiente por sí m¡smo para
que la administración pueda ejecutarlo, (art.64 C.C.A.) y sólo enlonces puede afirmarse que
el admin¡strado ha sido "sancrbnado", con las consecuencias que de ello se deriven.

La anterior ¡nterpretación guarda armonía con la prev¡s¡ón del articulo 248 super¡or, en el
sentido de que únicamente la sanción en firme conslituye antecedente en lodos los órdenes
legales. Dice la norma:

"Aftículo 248. Unicamente las condenas profeidas en sentenc¡as judic¡ales en forma definitiva
t¡enen la cal¡dad de antecedentes penales y contravencionales en todos los ótdenes /egales".

Sobre la apl¡cab¡l¡dad del precepto constitucional a los procesos administrativos
sancionalorios, vale citar lo expuesto en la sentencia proferida dentro del proceso 4958:

"Conviene tener en cuenta, además, gue es regla común del derecho sancionatorio que
a nadie se le puede considerar sanc¡onado o penalizado mientras la providencia
respectiva no esté en firme, principio que aparece implic¡lo en el aíiculo 248 de la Cada. en
tanto prescnbe que ¿únicamente las condenas profeidas en sentenc¡as judiciales en forma
def¡nitiva tienen la calidad de antecedentes penales y conlravenc¡onales en todos los órdenes
tegales ¿" (Negritlas fuen del texto)l2 .

En concordanc¡a con la norma super¡or transcrita,la ley 734 de 2002 (articulo 174), considera
como antecedente d¡scipfinar¡o para efecto del regisko un¡f¡cado de sanciones, las
prov¡dencias ejecutoriadas y las inhabilidades vigentes. Con fundamento en el princip¡o de
conservación del Derecho, la Corte Const¡tuc¡onal declaró la exequibilidad condicionada del
inciso final del citado artículo 174, "en el entendido de que sólo se ¡nclu¡rán en las
ceñif¡cac¡ones de que lrata d¡cha dispos¡c¡ón las providencias e¡ecutor¡adas dentro de los
cinco (5) años anteriores a su exped¡c¡ón y, en todo caso. aquellas que se rcfieren a
sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momenlo"l3

"El derecho fundamental que t¡ene toda persona a que se presuma su inocenc¡a, mientms no
haya s¡do declarada responsable, se encuentra consagrado en nuestro Ordenamiento
Const¡tuc¡onal en el añículo 29, en esfos tém¡nos: ¿Toda persona se presuffe nocente
mientras no se /e haya declarado jud¡cialmente culpable ¿, lo que signif¡ca que nadie puede
ser culpado de un hecho hasta tanto su culpab¡lidad no haya sido plenamente demostrada.

Este pr¡ncipio tiene aplicación no sólo en el
sino tamb¡én en todo el ordenamiento san

enjuiciamiento de conductas delictivas,
cionador ¿disciplinario, administrativo,
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Lo anterior debe entenderse acorde con la prev¡s¡ón del artículo 29 de la Carta, en el senlido
de que sólo el fallo ejecutoriado puede desvirtuar la presunc¡ón de inocencia. Princ¡p¡o de
aplicación obl¡gatoria no sólo en el proceso penal, s¡no en todas las acluac¡ones
admin¡stral¡vas en que se ejeza la facultad pun¡tiva del Estado, tal como lo reconoce la
jurisprudencia constitucional al señalari
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contravencional, etc.-, y debe ser respetado por todas las autoridades a qu¡enes
compete ejercitar la potestad punitiva del Estado. (¿) (Destacado fuera del texto). (C-
24486. citada en el fallo C-556/01).

5. DECLARATORIA DE OFICIO OE LA CADUCIDAD

En este punto es procedente traer a colación el concepto No. 313 de 1989, en el que ésta Sala
prec¡só las diferencias entre las nociones de caducidad y prescripción, que resultan útiles para
def¡n¡r la viab¡l¡dad jurídica para que la administración declare de oficio la caducidad en los
procesos sancionatorios que dentro de los tres (3) años previstos en el artículo 38 del Cód¡go
Contenc¡oso Administrativo, no cuenten con una decisión e.jecutoriada.

"La diferencia esencial entre la caducidad y la prescripc¡ón consisfe en que la primera atañe
a ta acc¡ón y la segunda a la pretensión; aquella se refiere al término prescrito por la ley
para acud¡r a la jurisdicción y ésta al necesario para adquiir o extinguir un pretend¡do
derecho.

-El término de caducidad es de orden público. Drspuesto por la ley. se cumple
inexorablemente y no puede ser suspendido, rcnunciado o ptotrogado por voluntad de un
paiicular.

"La prescripción, por el contnrio, puede o no ser alegada; es pos¡ble renunciarla, suspendela
o ¡ntenumpila y, en cuanto al fondo, su l¡nalidad consiste en adquiir o extinguir un derecho.
La prescripción, a ditercncia de la caducidad, no es procesal n¡ de orden público, s¡no
pañ¡cular y relativa al fondo de la controversia.

"En ros procesos disciplinar¡os sóro es posrbre la caduc¡dad de la acción, comúnmente
conocida como prescripción, que se cumple con la terminac¡ón del plazo prescrito por
la ley para adelantar y definir la invest¡gac¡ón d¡sciplinaria.

Siendo la caducidad una ¡nstituc¡ón de orden público, a través de la cual, el legislador
establece un plazo máximo para el ejercicio de la facultad sancionadora de la admin¡stración,
que tiene como finalidad armonizar dicha potestad con los derechos constitucionales de los
administrados, no hay duda que su declaración procede de oficio. No tendria sentido que, si
en un caso específico, la admin¡stración adv¡erte que ha operado el fenómeno de la

caducidad, no pudiere declararla de of¡cio, y a sab¡endas continúe con la actuac¡ón que
finalmente, culminará en un acto viciado de nulidad por falta de competencia temporal de la
autor¡dad que lo emite."

En descenso al presente caso, el Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal No.
440 se apertura el día 25 de noviembre de 2013 por la supuesta inconsistencia en
no haber presentado el plan de mejoramiento resultado de la auditoria practicada
sobre el pr¡mer y segundo bimestre de 2012, de la alcaldia mun¡cipal de
Concordia, luego entonces el trámite del proceso y su decisión de fondo con la
debida notificación al sancionado debía darse hasta el 10 de junio de 201 5
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"En otros términos, /os procesos d¡sciplinaios t¡enen exclusiva f¡nal¡dad de ¡nterés soc¡al y
mediante erlos rto se controv¡erten sobre derechos padiculares que pud¡eren prescnbir. En
e/los sólo es posrb/e la caducidad de la accón. " (Resalta la Sala).
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Por esta razón, observa el Despacho, que opero el fenómeno de la caducidad, el
cual se produjo antes de emitir decisión de fondo y dicho aspecto no fue planteado
por el interesado, luego lo pert¡nente es declarar de oficio la presencia de dicho
fenómeno, sin que haya lugar a emitir decisión de fondo en torno a los
cuestionamientos planteados por la Contraloría Auxiliar para el Control Fiscal al
determinar el hallazgo que dio origen al presente proceso, pues la pérdida de la
potestad de la facultad sancionatoria del Estado implica que la administración no
puede actuar a partir de ese momento.

En mérito de lo anteriormente expuesto el jefe de la oficina juridica;

RESUELVE:

SEGUNDO. En consecuencia, ordenar el ARCHIVO definitivo del Proceso
Administrativo Sancionatorio Fiscal No.440 a favor del doctores NIRIA ISABEL
GONZALEZ PADILLA, identificada con la cédula de ciudadania No.64.553.619
GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO identificado con la cédula de ciudadania
No.8.660 716 y PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS, identificado con la cedula
de ciudadanía No.12.533.786 en su condiciones de Alcaldes del Municipio de
Concordia- Magdalena, de conformidad con la parte motiva de la presente
Resolución.

ARTICULO TERCERO: Notificar personalmente la presente decisión al interesado
de conformidad con el articulo 67 del C.P.A.C.A

ARTíCULO CUARTO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno

EDUA CHI ACUÑA
J Oficina Juridica
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PRIMERO: Declárese la caducidad de la potestad sanc¡onator¡a de la Contraloría
General del Departamento del Magdalena para sancionar a los doctores NIRIA
ISABEL GONZALEZ PADILLA, identificado con la cédula de ciudadania
No 64.553.619, GUSTAVO ALVAREZ CABALLERO identificado con la cédula de
ciudadanía No.8 660.716 y PEDRO ANTONIO OSPINO BARRIOS, identificado
con la cedula de ciudadania No.12.533.786 en su condiciones de Alcaldes del
Municipio de Concordia- Magdalena, de conformidad con la parte motiva de la
presente Resolución.

NOTIFíQUESE Y CÚMPLASE
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